
interpuesto por don Pascual Lucía Martín, contra las resolucio­
nes del Ministerio de Defm»a de doce de julio de mil novecientos 
setenta y nueve, y veintidós de enero de mil novecientos ochen­
ta, e igualmente en relación al recurso número treinta y seis mil 
quinientos setenta y ocho acumulado al anterior,, debemos anular 
y anulamos todo lo acordado, a partir de la notificación que se 
hizo al recurrente señor Lucía Martín de la resolución de veinti­
trés de jupio de mil novecientos ochenta, para que se retrotrai­
gan las actuaciones, al momento previamente anterior a dicha 
notificación, para que la misma se le haga con la indicación 
expresa de que el recurso procedente contra la desestimación 
del recurso de reposición, es el jurisdiccional ante la respectiva 
Sala del Tribunal Supremo, y no ante la de esta Audiencia Na­
cional; todo ello sin expresa imposición de costas ni en uno 
ni en otro recurso.

Ás> por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Cóntencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1958, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 14 de junio de 1982.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Miguel Martínez-Vara 
de Rey y Teus.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Aire
(J. E. M. A.).

20711 ORDEN 111/10117/1982, de 14 de junio, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 2 de marzo 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Guillermo González Suárez, 
Auxiliar Mayor de Segunda del PACEA.

Excrño. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, don Guillermo 
González Suárez, Auxiliar Mayor, quien postula por sí mismo, 
y de otra,,como demandada, la Administración Pública, represen­
tada y defendida por el Abogado del Estado, contra resolucio­
nes del Ministerio de Defensa de 31 de octubre de 1970 y 13 de 
mayo de 1980, se ha dictado sentencia con fecha 2 de marzo 
de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Desestimamos el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Guillermo González Suárez, en su propio 
nombre y derecho, contra resoluciones del Ministerio de Defensa 
de treinta y uno de octubre de mil novecientos setenta y nueve 
y trece de mayo de mil novecientos ochenta, dictadas en el 
expediente administrativo a que se refieren estas actuaciones, 
resolu iones que declaramos conformes a derecho y no hacemos 
expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia lo pronunciamos, mandamos, 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adminstrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.” de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 14 de junio de 1982.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Miguel Martínez-Vara 
de R-y y Teus.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Aire
(J. E. M. A.).

MINISTERIO DE HACIENDA

20712 ORDEN de 21 de junio de 1982 por la que se 
conceden a las Empresas que se citan los bene­
ficios fiscales establece la Ley 152//1963, de 
2 de diciembre, sobre industrias de «interés pre­
preferente».

limo. Sr.: Vistas ias Ordenes del Ministerio de Agricultura 
y Pesca por las que se declaran comprendidas en zona ’e 
preferente localización industrial agraria a ias Empresas que 
al final se relacionan, según la normativa dei Decreto 2853/ 
1984, de 8 de septiembre, incluyéndolas en el grupo A) del

apartado primero de la Orden de ese Ministerio de Agricultura 
de 5 de marzo de 1965,

Este Ministerio, a propuesta de la Dirección General de 
Tributos, de conformidad con lo establecido fen el artículo 6.” 
de la Ley 152/1963, de 2 de diciembre, y artículo 8.° del 
Decreto 2392/1072, de 18 de agosto, ha tenido a bien disponer:

Primero.—Uno. Con arreglo a las disposiciones reglamen­
tarias de oada tributo, a las específicas dei régimen que de­
riva de la Ley 152/1963, de 2 de diciembre, y ai procedimiento 
señalado por la Orden de este Ministerio de 27 de marzo de 
1965, se otorgan a las Empresas que al final se relacionan 
los siguientes beneficios fiscales:

A) Reducción del 95 por 100 de la cuota de Licencia Fiscal 
del Impuesio Industrial durante el periodo de instalación.

B) Reducción del 05 por 100 de los Derechos Arancelarios, 
Impuesto de Compensación de Gravámenes Interiores e Im- 
puestc General sobre el Tráfico de las Empresas que graven 
la importación de bienes de equipo y utillaje de primera ins­
talación, cuando no se fabriquen en España. Este beneficio se 
hace extensivo a los materiales y productos que, no producién­
dose én España, se importen para su incorporación en primera 
instalación a bienes de equipo de producción nacional.-

Dos. El beneficio fiscal a que se refiere la letra B) se 
entiende concedido por un período de cinco años, a partir de 
la publicación de esta Orden en el «Boletín Oficial del Estado». 
No obstante, dicha reducción se aplicará en la siguiente forma:

1. El plazo de duración de cinco años se entenderá fina­
lizado el mismo día que, en su oaso, se produzca la integra­
ción, de España en ias Comunidades Económicas Europeas, y

2. Dicho plazo se iniciará, cuando procediere, a partir del 
primer despacho provisional que conceda la Dirección General 
de impuestos Especiales, de acuerdo con lo previsto en la 
Orden de 4 de marzo de 1976.

Segundo.—El incumplimiento de cualquiera de las obliga­
ciones que asume la Empresa beneficiara dará lugar a la priva­
ción de los beneficios concedidos y al abono o reintegro, en 
su caso, de los Impuestos bonificados.

Tercero.—Contra ia presente Orden podrá interponerse re­
curso de reposición, de acuerdo con lo previsto en el artícu­
lo 126 de la Ley de . Procedimiento Administrativo, ante el 
Ministerio de Hacienda, en el plazo de un mes, contado a partir 
dei día siguiente al de su publicación.

Relación de Empresas

«Don Guillermo Burguera Burguera». Para acoger la am­
pliación de la industria láctea que posee en Santanyi (Ba­
leares).

«Central Lechera Murciana, S. A.». Para acoger la amplia­
ción de la central lechera que tiene adjudicada en Murcia 
(capital).

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 21 de junio de 1982.—P. D., el Subsecretario de Ha­

cienda, Arturo Romaní Biescas.

limo. Sr. Subsecretario de Hacienda.

20713 RESOLUCION de 30 de julio de 1982, del Consejo 
de Administración del Patronato de Apuestas Mu­
tuas Deportivas Benéficas, por la que se aprueban 
las Normas que han de regir los concursos de 
pronósticos a partir de la primera jornada de la 
temporada 1982/1983, que tendrá la fecha de 5 de 
septiembre.

1.* Las presentes Normas tienen por objeto estableoer las 
condiciones por las que se rigen los concursos de pronósticos 
sobre- los resulltados de los partidos de fútbol que organiza el 
Patronato de Apuestas Mutuas Deportivas Benéficas.

La actuación de este Organismo autónomo del Ministerio de 
Hacienda, en virtud de lo dispuesto por Decreto-ley de 12 de 
abril de 1946, tiene como finalidad no sólo las de organizar los 
concursos de pronósticos, sino también someter éstos a un ré­
gimen de Derecho administrativo para mayor garantía de los 
importantes intereses públicos afectados por los mismos. Estos 
concursos de pronósticos sujetos al régimen de las presentes 
Normas, no suponen que se concierte ningún contrato entre los 
pronosticadores, ni entre éstos y el Patronato, quedando limita­
da la actividad de quienes los formulen a establecer su pronós­
tico, pagar el importe del sello hcmologador de aquél y remitir­
lo al Patronato en la forma establecida por estas Normas. Este 
Organismo, con las garantías adecuadas, determinará mediante 
los oportunos acuerdos, los concursantes que han obtenido pre­
mios en cada concurso.

El hecho de participar en un concurso implica, por parte del 
concursante que suscribe un boleto, el conocimiento de estas 
normas y su adhesión a las mismas, quedando sometida su 
apuesta a las condiciones que en ellas se establecen.


